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Resumen: El artículo se posiciona desde las criminologías verde y
azul para analizar la problemática de la pesca ilegal en la Argentina.
Con base en el estudio de instrumentos normativos y entrevistas,
el estudio aborda el rol de la Prefectura Naval Argentina (PNA)
dentro de la zona económica exclusiva (ZEE) y más allá de la
milla 200 frente al accionar pesquero lesivo por parte de buques
extranjeros. Por un lado, el artículo se enfoca en el uso del derecho
penal como instrumento de control de la pesca ilegal, poniendo
de sobresalto las problemáticas y limitaciones de este abordaje.
Por otro lado, el estudio se enfoca en el trabajo de la PNA en
búsqueda de soluciones no punitivas. Principalmente, se analizan
la intervención de esta agencia de seguridad en el caso Huali 8
identificado por la PNA como un “cambio de paradigma” en el
control de la pesca ilegal dentro de la ZEE y el trabajo intersectorial
e interdisciplinario como respuesta no punitiva para la pesca no
reglamentada en el espacio marítimo más allá de la milla 200.
En su conjunto, desde el paradigma crítico de las criminologías
verde y azul, este artículo busca poner el foco en el Sur global y en
como una de las agencias destinadas a ejercer poder punitivo buscó
explorar cauces de acción alternativos, priorizando el cuidado del
medio acuático sin necesidad de más pena.

Palabras clave: Criminología verde, Criminología azul ,
Criminología del Sur, Pesca ilegal, Medidas no punitivas,
Prefectura Naval Argentina.

Abstract: e article takes a green and blue criminology stance to
analyze the problem of illegal fishing in Argentina. Based on the
study of regulatory instruments and interviews, the study addresses
the role of the Prefectura Naval Argentina (PNA) within the
exclusive economic zone (ZEE) and beyond mile 200 in the face
of harmful fishing actions by foreign vessels. On the one hand, the
article focuses on the use of criminal law as an instrument to control
illegal fishing, highlighting the problems and limitations of this
approach. On the other hand, the study focuses on the work of the
PNA in the search for non-punitive solutions. It mainly analyzes the
intervention of this security agency in the Huali 8 case, identified
by the PNA as a "paradigm shi" in the control of illegal fishing
within the ZEE, and the intersectoral and interdisciplinary work as
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a non-punitive response to unregulated fishing in the maritime space
beyond mile 200. As a whole, om the critical paradigm of green and
blue criminologies, this article seeks to focus on the global South and
on how one of the agencies destined to exercise punitive power sought
to explore alternative courses of action, prioritizing the care of the
aquatic environment without the need for more punishment.

Keywords: green criminology, blue criminology, southern
criminology, illegal fishing, non-punitive solutions, Argentine Naval
Prefecture.

La Prefectura Naval Argentina y el “Cambio de Paradigma” en la
Persecución de la Pesca Ilegal. Una mirada desde las Criminologías
Verde y Azul

Medios masivos de comunicación diseminan imágenes satelitales de buques
provenientes de Corea del Sur, la República Popular de China, Taiwán y
España pescando masivas cantidades de especies marítimas sin autorización
en aguas jurisdiccionales argentinas y en Alta Mar. Se alerta sobre los daños
al ecosistema, las pérdidas millonarias para la economía y los riesgos para la
soberanía. Se demanda criminalización como respuesta (El Cronista, 2021; La
Nación, 2021; Perfil, 2021; Tais Gadea, 2021; Economía Sustentable, 2022;
Prefectura Nacional Argentina, 2020). ¿Qué hacer?

Desde la criminología verde y más específicamente desde la criminología azul
-dos líneas de pensamiento criminológico crítico con foco en los daños contra la
naturaleza-, es posible coincidir en la necesidad de prestar atención a conductas
lesivas aun cuando no constituyan delitos. Sin embargo, desde estos campos del
saber, y en oposición a los reclamos mediáticos, se realza la necesidad de ver a la
naturaleza como un fin en sí mismo (en lugar de como recursos económicos), de
entender el daño contra ésta desde una mirada compleja e interdisciplinar (en
vez de solo desde lo legal) y de buscar abordajes restaurativos (en reemplazo del
llamado a la criminalización).

La Prefectura Naval Argentina (PNA), la agencia de seguridad con jurisdicción
en las aguas argentinas, llegó a conclusiones muy similares a los de las
criminologías verde y azul y a propuestas concretas de trabajo alineadas con el
enfoque de estos pensamientos críticos a los fines de abordar la problemática
de los buques infractores. Particularmente relevante fue el caso Huali 8 en el
que la PNA no persistió en la problemática estrategia de persecución física
del barco infractor y su subsiguiente criminalización ni se alineó con los
reclamos mediáticos de creación de nuevos tipos penales. En cambio, la PNA
impulsó una maniobra innovadora al pedir la captura internacional del buque
a través de Interpol y el abordaje del conflicto por fuera de los cauces penales.
El procedimiento fue exitoso y culminó con la resolución del caso por vía
administrativa seguido de la captura del barco y el pago del costo económico
de la pesca perpetrada, así como del pago de la multa correspondiente por el
costo de la captura (Ministerio de Seguridad de la Nación, 2020). En virtud de
que luego de este caso, barcos detectados por la PNA comenzaron a entregarse
voluntariamente a las autoridades y a pagar los costos correspondientes en
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lugar de huir, el caso Huali 8 es percibido por la PNA como un «cambio de
paradigma» (Prefectura Nacional Argentina, 2020a, 2020b).

Con centro en este caso, el artículo buscará trazar puentes entre una
criminología teórica crítica que ha permitido ir más allá de la solución punitiva
pero que muchas veces desoye las realidades e innovaciones del Sur Global
(Goyes, 2019) y las prácticas innovadoras de la PNA. Con ello, se buscará
enriquecer las criminologías verde y azul con un caso de estudio que trae la mirada
del sur y la experiencia de lxs que, actuando en terreno, proponen soluciones
críticas no punitivas, sin perjuicio de las demandas mediáticas.

La investigación se basa en el método de estudio de caso (Yin, 1984),
que consiste en una recopilación intensa y una interpretación detallada de la
información disponible sobre un fenómeno singular (el caso) a la vez que busca
enmarcar los datos y desenterrar relaciones teóricas no observables subyacentes
(Vieytes, 2005). Este método es útil para analizar un fenómeno dentro de su
contexto real cuando las fronteras entre el fenómeno (la pesca) y el contexto (el
trabajo de la PNA) no son claras y se dispone de múltiples fuentes de datos. El
trabajo involucra un análisis desde la perspectiva legal (normativa del derecho
internacional y nacional) así como la perspectiva del daño ambiental (prácticas
lesivas no tipificadas criminalmente). El estudio de caso incluye un estudio
bibliográfico sistemático (Snyder, 2019) y la consulta de documentos públicos
y privados, incluida normativa, jurisprudencia y documentación de relevancia
en las bases de datos de la PNA y dependencias estatales pertinentes que se
abordan desde el análisis documental, normativo y jurisprudencial (Petintseva
and Eski, 2020). Asimismo, se incorporan entrevistas abiertas en profundidad
con los principales actores intervinientes en el caso (Van Meter, 1990).

La Parte 1 del artículo se enfoca en el desarrollo de los aportes de las
criminologías verde y azul, con sus distintas líneas de pensamiento aplicables
al caso de estudio. La Parte 2 se centra en la pesca ilegal en la Argentina y
el rol de la PNA, incluyendo el marco normativo internacional y doméstico,
las particularidades de la pesca dentro y más allá de la milla 200 y las posibles
respuestas desde el enfoque penal a nivel de la criminalización primaria y
secundaria. La Parte 3 desarrolla las soluciones no punitivas, intersectoriales
e interdisciplinarias desarrolladas por la PNA dentro de la zona económica
exclusiva y en Alta Mar.

1. Las criminologías verde y azul como marco teórico de análisis de
la pesca ilegal

La criminología verde tiene sus orígenes en un artículo publicado por Lynch,
donde el autor introduce posibles puentes de diálogo entre la justicia ambiental
y la criminología. En este texto pionero, Lynch proponía explorar las injusticias
relacionadas con la cuestión de clase que preservan una distribución desigual del
poder mientras destruyen la vida humana, generando hambre y desarraigando y
envenenando el medio ambiente de todas las clases, pueblos y animales (Lynch
1990).

Con el término «injusticias» —y no «delito»—, Lynch inscribía a la
criminología verde en una línea de continuidad con la criminología crítica
(Sollund, 2015) y la zemiología (Lasslett, 2010; Natali, 2014). «Injusticias»
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refiere a un triple fenómeno: en primer lugar, a las conductas criminalizadas
que atentan contra la naturaleza y que podrían identificarse como «delitos
ambientales» (comercio ilegal de vida silvestre, silvicultura, tala ilegal, delitos
pesqueros, maltrato animal, vertido ilegal de desechos, incluidos productos
químicos, contrabando de sustancias que agotan la capa de ozono, contaminación
de aguas superficiales y minería ilegal, entre otras) (UNEP/INTERPOL, 2016).
En segundo lugar, «injusticias» incluye aquellos daños a la naturaleza que no
se encuentran en la ley penal. Finalmente, «injusticias» remite a la vinculación
entre las conductas lesivas criminalizadas y no criminalizadas con la justicia
social y ambiental, entendida como la utilización sostenible de los recursos para
mejorar la calidad de vida con eje en la igualdad económica y el respeto por los
derechos humanos (Hofrichter, 1993; Wyatt y Brisman, 2017). Este abordaje
de la (in)justicia social y ambiental incluye la atención a las diferencias entre el
Sur y el Norte global, en las que el primero resulta generalmente afectado por
inversiones lesivas de la naturaleza llevadas a cabo por el segundo en un patrón
histórico de transferencia de recursos del Sur al Norte (Brisman et al., 2018;
Goyes, 2019).

Con esta triple orientación contra las injusticias ambientales, la criminología
verde se ocupa de las leyes y las regulaciones, pero también de los daños
ambientales ignorados por el sistema penal, es decir, aborda la gran variedad
de conductas legítimas o ilegítimas que dañan la naturaleza y las especies que
lo habitan, desde una mirada amplia con eje en la justicia social. Esta visión
compleja problematiza la estricta distinción entre conductas legales e ilegales,
las justificaciones de política criminal para regularizar ciertos comportamientos
y no otros, así como quiénes son consideradas las víctimas y quiénes son los
perpetradores (South y Brisman, 2020). En este sentido, la criminología verde
problematiza aquellos comportamientos lesivos que pasan desapercibidos al ser
entendidos usualmente como la forma “normal” de hacer negocios (Ruggiero
y South, 2013). En otras palabras, se pone de sobresalto como el ámbito de
criminalización y regulación estatal sobre la afectación a la naturaleza termina
mayormente respondiente a intereses particulares basados en alianzas estatales-
corporativas en lugar de concentrarse en el perjuicio ambiental involucrado
(White, 2011).

Dentro de la criminología verde, estudios recientes han prestado creciente
atención a la afectación del agua como una distintiva área de estudios bajo
el nombre de «criminología azul». Esta criminología refiere entonces a una
sub-clasificación que aborda los delitos y daños que afectan al medio acuático,
incluyendo el concepto de organización transnacional delitos en el agua (Paulson,
2018). Incluso desde el derecho penal internacional, la categoría de «delito azul»
comenzó a utilizarse para referirse específicamente a las conductas criminalizadas
en instrumentos internacionales que se relacionan con el agua. Preliminarmente,
Mattioli y Segato definen al «delito azul» como «cualquier infracción punible o
violación de los límites de comportamiento humano impuesto por la legislación
penal nacional, contra la superficie, y agua subterránea, o contra los servicios de
agua» (Segato et al., 2017).

Más específicamente, South y Brisman (2020) sostienen que el delito
azul involucra el transporte marítimo ilegal y la piratería marítima, la pesca
antirreglamentaria, la extracción masiva de recursos minerales y metálicos, el
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agotamiento de los ecosistemas de manglares y marismas, las descargas de
desechos en aguas oceánicas y el impacto de la contaminación lumínica. Por su
parte, Bueger y Edmunds (2020a) aportan una posible clasificación que distingue
tres grandes grupos dentro de los delitos azules: delitos contra la movilidad
(piratería moderna, delito cibernético), flujos delictivos o delitos de tránsito
(contrabando, trata de personas) y delitos ambientales (pesca, vertimiento
de desechos en el mar, ocupaciones). Los tópicos de investigación incluyen,
asimismo, la contaminación del agua, así como las problemáticas de accesibilidad,
privatización y mercantilización en contravención del reconocimiento explícito
de Naciones Unidas en 2014 del agua como derecho humano (Brisman et al.,
2018; Baird y Walters 2020).

Dentro de la criminología azul, la pesca no autorizada ocupa un lugar central.
La Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación
define este comportamiento como aquella pesca realizada por embarcaciones
nacionales o extranjeras en aguas bajo la jurisdicción de un estado, sin el permiso
de ese estado, o en contravención de sus leyes y reglamentos. También comprende
los buques que pescan en contravención de otras leyes u obligaciones nacionales
o internacionales, tales como el uso de técnicas prohibidas como la pesca con
cianuro o dinamita (FAO, 2019). En casos de pesca masiva, estas conductas
lesivas suelen estar asociadas con una más amplia serie de delitos relacionados
con el sector pesquero, incluida la falsificación de documentos, la evasión fiscal, el
blanqueo de capitales, la explotación de la tripulación a bordo del barco, incluidos
el trabajo forzoso y la esclavitud, el blanqueo de capitales y la resistencia a la
autoridad (Belhabib y le Billon, 2020; Bueger y Edmunds, 2020). De hecho, la
industria pesquera puede verse como uno de los nodos clave a través del cual se
interconectan diversas formas de delincuencia organizada transnacional en el mar
(Bueger y Edmunds, 2020b).

En términos económicos, se calcula que cada año se pierden 23.500 millones
de dólares por la pesca ilegal, mientras que los delitos más amplios asociados
con el sector pesquero provocan pérdidas económicas aún mayores (Bueger y
Edmunds, 2020). En términos de daño a la naturaleza, este tipo de pesca no
autorizada destruye los ecosistemas del fondo marino y agrava las tensiones por la
concesión de licencias a los buques (Belhabib y le Billon, 2020). En este sentido,
la situación a nivel global con relación a la pesca no autorizada masiva ha sido
descrita como alarmante: los estudios de las zonas económicas exclusivas (ZEE)
del sector marítimo mundial muestran que, teniendo en cuenta el período entre
1950 y 2010, los niveles de pesca resultaron un 53% más altos que los datos
oficiales registrados por la FAO en nombre de sus países miembros (Pauly y
Zeller, 2016). A ello se agrega que en el contexto de creciente demanda de
alimentos y particularmente de proteínas continuará incrementando la pesca
legal, particularmente de atún y especies afines (Coulter et al., 2020; Greenberg,
2010, Spapens et al., 2016).
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2. La situación pesquera en Argentina

2.1. La (limitada) criminalización primaria. ¿Más derecho penal?

El marco legal sobre la pesca incluye diversos tratados de derecho internacional[2]

entre los que se destaca la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho
del Mar (CONVEMAR) de 1982 que impone obligaciones ambientales a todos
los Estados, incluidos los ribereños, a los efectos de proteger y preservar el medio
marino. Con esos fines, la Convención permite a los Estados establecer límites en
su zona marítima con el objetivo de controlar y cuidar el medio. Específicamente,
se refiere a cinco tipos de territorios en los cuales la soberanía, competencias o
derechos de soberanía de los Estados Ribereños disminuyen a medida que nos
alejamos de la costa. Se trata del Mar Territorial (la franja de mar adyacente al
territorio con un límite máximo de 12 millas náuticas), la Zona Contigua (desde
la milla 12 hasta la 24), la Zona Económica Exclusiva (hasta la milla 200), la
Plataforma Continental (el lecho y el subsuelo de las áreas submarinas) y Alta
Mar (más allá de la milla 200). Los Estados ejercen derechos de soberanía para los
fines de exploración y explotación, conservación y administración de los recursos
naturales dentro de la Zona Económica Exclusiva (ZEE). En cambio, en Alta Mar
se pueden ejercer la libertad de pesca siempre que se realice en respeto del derecho
internacional; es decir, «aun cuando exista libertad para su uso y explotación,
quedan sujetas a determinadas situaciones en las que el Estado ribereño tiene
derecho a intervenir» (Equipo Interdisciplinario para el Control de los Espacios
Marítimos y sus Recursos 2022).

En el ámbito nacional, la Ley Nº 24.922 establece el Régimen Federal de Pesca
que regula la vigilancia y control de buques pesqueros y la explotación de los
recursos vivos marinos en los espacios marítimos bajo jurisdicción argentina,
mientras el «Protocolo de Actuación para Unidades de Superficies ante la
Detección de Buques Pesqueros Extranjeros en Infracción a la Ley N° 24.922 y
del Código Penal de la Nación» regula la pesca ilegal, el «Protocolo de Actuación
para Unidades de Superficie ante la Detección de Buques Pesqueros Extranjeros
en Infracción a la ley n° 24.922» establece criterios y estándares unificados
de actuación para la vigilancia de los diferentes espacios marítimos sometidos
a jurisdicción nacional, y el «Protocolo para la Recolección de Información
Sobre la Actividad de Buques en el Mar Argentino a Través de Medios de
Superficie o Aéreos» establece criterios y estándares unificados para la obtención
e intercambio de información.

Cuando los buques actúan dentro de la milla 200 (ZEE), incurren en «pesca
ilegal»[3] y pueden ser abordados por la PNA por violación al Régimen Federal
Pesquero y en consonancia con el artículo 73 de la CONVEMAR. Esta ilegalidad
no es de naturaleza penal, sino que son infracciones al orden administrativo. El
derecho penal solo interviene en el caso en que la PNA intente detener al buque
infractor y se desencadene una situación de desobediencia, configurándose el
delito de atentado y resistencia a la autoridad, conforme al art. 239 del Código
Penal. En este sentido la Mag. Eva Parcio, Jueza Federal del Juzgado Federal de
Comodoro Rivadavia, explica que actualmente se interviene por «delitos con
repercusión ambiental» porque en realidad es solo a través de la resistencia a la
autoridad que la PNA y la justicia federal pueden interceder para proteger los
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recursos pesqueros (Parcio 2020). Agrega la Prefecta de la PNA Mariana Baggini
(2022) que el bien jurídico protegido no es la pesca y el medio marino sino el
ejercicio de la administración pública. Complementa Almada:

las respuestas desde el derecho internacional público vigentes para el régimen
internacional pesquero son de orden administrativo y no penal. Cuando interviene
el derecho penal no es en respuesta a la protección del bien jurídico de la pesca en
sí misma sino el ejercicio de la administración que hace el Estado ante la resistencia
frente al accionar de las fuerzas de seguridad (Almada 2022).

Si bien hay algunos intentos de desechar el concepto de «pesca ilegal» para lo
que sucede dentro de la milla 200 y referirse en cambio a «pesca no declarada y
no reglamentada», la PNA disiente:

para muchos especialistas en derecho internacional esto es visto como un intento de
algunos países líderes de precisamente de tener acceso a las zonas pesqueras en todo el
mundo [y] por eso nosotros [PNA] desechamos esta idea y hablamos de ‘pesca ilegal’
siempre que se ingresó dentro de la ZEE (Almada, 2022).

Luego de la milla 200, se encuentra el «más allá», el área más problemática,
donde el control que puede ejercer el Estado es marcadamente más limitado
producto del status jurídico de la Alta Mar pese a que lo que allí sucede tiene
un impacto directo en la ZEE (Almada 2022). Este «más allá» acompaña a la
plataforma continental argentina que se extiende a partir de la milla 201 y hasta
la 350 y, en algunos lugares, hasta la milla 369 (calculado en función de las 100
millas del pie del talud). Aquí, ya es más complejo referirse a «pesca ilegal». Sobre
recursos naturales existentes en el lecho de dicha plataforma continental, nuestro
país tiene derechos de soberanía a los fines de la exploración de la plataforma, y la
explotación de los recursos naturales, entendidos como los recursos minerales y
otros recursos no vivos del lecho del mar y del subsuelo, así como los organismos
vivos pertenecientes a especies sedentarias. (CONVEMAR artículo 77 inciso
1). Sin embargo, a diferencia de lo que ocurre en la ZEE, rige la libertad de
pesca. Ello significa que mientras los barcos pesqueros actúen en la columna
de agua y no en un lecho del subsuelo estarán operando de forma legal pese a
que su accionar sí consigue lesionar la biomasa del calamar y de otras especies,
afectando la naturaleza y los intereses económicos argentinos. Explica Roberto
Adaro, Subsecretario de Investigación Científica y Política Industrial para la
Defensa que:

obviamente los recursos naturales como las especies de peces sobre todo migratorias,
no reconocen necesariamente los límites que trazamos los humanos a la hora de
definir frontera. O sea, el calamar, por ejemplo, migra de aguas internacionales a
aguas nacionales. Entonces, uno podría decir, la flota internacional pesca en aguas
internacionales no comete ningún delito, pero podría haber una afectación. Es difícil
muchas veces hacer estudios de estimación de cuál es el impacto de la actividad de
la flota internacional en alta mar sobre el calamar que luego ingresa a los caladeros
nacionales (Adaro, 2022).

En línea con las contribuciones de la criminología verde y azul, se trata de
acciones lesivas a bienes jurídicos fundamentales, a especies animales no humanas
y al mar en su conjunto pero que, al no encontrarse receptadas en la normativa,
no pueden ser consideradas como una infracción. En otras palabras y tal como
señala Almada «hay una dualidad, porque por un lado es legal desde lo jurídico,
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pero es ilegal desde el impacto ambiental que genera» (Almada 2022). En igual
sentido, agrega el personal del Equipo Interdisciplinario para el Control de los
Espacios Marítimos y sus Recursos (2022) que: «si se lleva adelante una actividad
predatoria no ilegal ello no significa para nada que la misma sea sustentable.
Semejante esfuerzo y estrés pesquero sobre diferentes especies transzonales y
altamente migratorias de nuestra ZEE sin ningún tipo de cuota, máxima captura
o parada biológica nunca puede ser sustentable».

Ante estas potenciales situaciones lesivas, si bien existe la libertad de acción,
ésta no es absoluta. Por ejemplo, «la PNA, en tanto autoridad marítima, tiene
atribuciones también más allá de las 200 millas, en cuestiones que como la
contaminación ambiental» (Baggini 2022). En lo que concierne a la pesca,
existe normativa internacional y las infracciones a estos estándares permiten
referirse a «pesca antirreglamentaria» o «pesca no reglamentada» en el marco
de las normas del Estado de Abanderamiento. Asimismo, el delito de atentado y
resistencia a la autoridad conforme al art. 239 podría aplicarse incluso más allá de
la milla 200 en consonancia con el artículo 111 de la CONMEVAR que refiere
a la llamada «persecución en caliente», estableciendo que cuando se produce
un delito en un espacio marítimo de la jurisdicción nacional se puede perseguir
al infractor incluso cuando llegue a aguas internacionales. En otras palabras,
también más allá de la milla 200, es posible recurrir al derecho penal, incluso
cuando la pesca en sí no se encuentra criminalizada, sino recurriendo a las figuras
de desobediencia.

En fin, ya sea en tanto pesca ilegal dentro de la milla 200 o como pesca
antirreglamentaria o no sustentable a partir de la milla 201, el país y la PNA en
tanto agencia de seguridad competente se encuentran con el desafío de abordar
buques que dañan el medio acuático, la economía y la soberanía, y bajo la
disyuntiva de hacerlo incrementando la criminalización primaria más allá del
delito de desobediencia.

El abordaje punitivo podría encauzarse e incluso ampliarse a través de la
introducción de tipos penales específicos destinados a la protección del medio
acuático, ya sea en la legislación doméstica o en la internacional. Sin embargo, las
autoridades de la PNA expresan que:

Es que, de hecho, existen riesgos en la solución punitiva, ya sea a través de la
aplicación del art. 239 ya existente o de la creación de nuevos tipos penales. En
primer lugar, porque como enseñan Zaffaroni, Alagia y Slokar (2002) el poder
punitivo, actuando selectivamente, termina por operar sobre los sectores más
vulnerables. La selectividad penal es la modalidad bajo la que opera el control
penal en sus distintas instancias de criminalización (primaria y secundaria) y
que se materializa en, por un lado, la priorización enfática del tratamiento
penal de aquellas conductas perpetradas por sujetos especialmente vulnerables en
relación fundamentalmente a su extracción de clase, pero asimismo en función
de su género, orientación sexual, pertenencia cultural, étnica y religiosa (sobre-
criminalización) y, por otro lado, en la ausencia o minimización del tratamiento
punitivo de las conductas perpetradas por aquellos sujetos que, por las mismas
características enunciadas, ostentan una posición socialmente ventajosa (Vegh
Weis 2017). Con esta base es que, en consonancia con lo que sucede con el sistema
penal en su conjunto, las autoridades de la PNA advierten que, de abordarse la
pesca como delito, el control penal corre el riesgo de terminar siendo aplicado
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para sobre-criminalizar a los menos poderosos, es decir, al último eslabón en la
cadena pesquera. En palabras del Equipo Interdisciplinario para el Control de los
Espacios Marítimos y sus Recursos:

de incorporarse la pesca ilegal como delito tipificado en el Código Penal, el
legislador debería tener sumo cuidado al redactar la norma ya que detrás de
los buques pesqueros que depredan los mares hay empresas e incluso Estados,
con lo cual se estaría penando a capitanes o tripulantes, pero quienes realmente
promueven y financian la comisión de la conducta antijurídica podrían quedar
fuera del alcance de la ley. (Equipo Interdisciplinario para el Control de los
Espacios Marítimos y sus Recursos, 2022)

En otras palabras, desde una mirada crítica del sistema penal y en vistas a la larga
historia del sistema penal recayendo sobre las conductas más toscas y los sujetos
más vulnerables, cabe problematizar si la criminalización de la actividad pesquera
podría efectivamente desmotivar a los intereses corporativos y nacionales detrás
de este accionar, o sí, en contrario, culminaría con la criminalización de los
sujetos —mayormente en situación de vulnerabilidad— que realizan la actividad
pesquera en concreto.

En segundo lugar, el derecho penal llega cuando el daño ya ha sido cometido;
en este caso, cuando el buque ya ha desencadenado la actividad pesquera lesiva.
Es decir, aun cuando se criminalizara la pesca en aguas argentinas, ello no
lograría solucionar el daño ocasionado por la pesca extranjera, sino que sólo
traería una respuesta dilatada en el tiempo y sin consecuencias restaurativas
para la lesión producida al medio acuático. Nuevamente en palabras del Equipo
Interdisciplinario para el Control de los Espacios Marítimos y sus Recursos, «ir
por vía judicial y por vía penal implica un proceso judicial que conlleva años,
que es muy largo, que es muy engorroso… todo el tiempo que transcurre, le quita
efectividad al proceso».

En tercer lugar, se suma la crítica más amplia sobre la eficacia del derecho penal.
Si la preocupación no es la retribución al perpetrador sino el daño producido
a la soberanía, la economía y la naturaleza, ¿serviría la tipificación de la pesca
para prevenir nuevos hechos por la tripulación, tal como establecen las teorías
de la prevención especial? ¿Serviría para disuadir a otros buques de realizar
estas conductas lesivas, tal como establecen las teorías de la prevención general?
Zaffaroni, Alagia y Slokar (2002) argumentan en contrario y proponen una teoría
agnóstica de la pena que reconozca que la criminalización creciente no cumple
con ninguna de las funciones proclamadas. Desde esta mirada, entra en crisis la
“solución” de incorporar tipos penales pesqueros en nuestra legislación o en el
plano internacional como mejor abordaje del conflicto. Clarifica Adaro (2020):
«la pena que aplicaría es una pena de prisión que no soluciona la problemática
de la pesca».

Finalmente, la solución penal podría ser incluso desproporcionada respecto
del daño producido, tal como sucede en los delitos contra la propiedad en su
conjunto. Explica Bellini (2022) que «en un proceso penal, digamos, el castigo
máximo al que se puede aspirar es la privación de la libertad y responder a la pesca
ilegal con que una persona termine presa es demasiado castigo, por decirlo de
alguna manera».

no resulta necesario sumar herramientas penales a las administrativas, sino que las
multas previstas en el Régimen Federal de Pesca son eficaces y suficientemente altas
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como para disuadir la actividad. El control efectivo de las áreas bajo jurisdicción
nacional, junto con el marco normativo vigente, debieran ser suficientes (Almada,
2022).

2.2. La (limitada) criminalización secundaria. ¿Más armamento, personal y
tecnología?

Como se señaló, la autoridad de aplicación es la Prefectura Naval Argentina
que posee atribuciones policiales en el mar tanto para actuar como para
investigar (Prefectura Naval Argentina, no date; UNODC, 2020). Por las
grandes dimensiones del espacio bajo control (un litoral marítimo de más
de 4700 km de longitud, que se suman a los 11.325 km de las costas de la
Antártida Argentina e islas australes) que alberga pesquerías comerciales, cuencas
hidrocarburíferas y yacimientos minerales de gran relevancia económica, la PNA
no puede actuar solo con patrullajes marítimos. Es entonces que, para el control
de estas aguas, la PNA ejerce la potestad estatal mediante la presencia física de
sus aeronaves y buques, pero también con tecnología aplicada a la vigilancia por
medio del Sistema Guardacostas. Este sistema cuenta con capacidad de detección
de aquellos buques que apagan sus equipos de Identificación Automática para no
ser detectados o que emiten información falsa. Así, señala el prefecto mayor de la
PNA Sergio Almada (2022) que «con la incorporación de herramientas como
imágenes satelitales y demás, la Prefectura logró tener un control de todo el Mar
Argentino independientemente de tener una unidad o no en ese lugar».

Sin embargo, incluso contando con estas herramientas, la persecución de los
buques es compleja. Tal como se desarrolló previamente, la persecución penal
sólo puede acontecer ante la desobediencia a la orden de la PNA, y se trata de una
persecución materialmente muy difícil, con estadísticas indicando que solo 2 o 3
veces por año es que la PNA logra detener a los buques infractores. ¿Es entonces
necesario contar con más tecnología, personal o armamento para incrementar la
efectividad de la criminalización secundaria?

Aquí también las autoridades de la PNA se muestran renuentes a una
expansión del ejercicio concreto del poder punitivo ya sea para el caso de
proceder con la persecución en caliente o de limitarse a comunicar el caso a
la justicia competente. En el primer escenario (los casos en que la persecución
en caliente se realiza, incluyendo uso de la fuerza), las problemáticas de insistir
en la criminalización secundaria incluyen la proporcionalidad, el riesgo de vida
para la tripulación infractora, las tensiones sobre la función ética de la PNA y la
posible criminalización de sus agentes por uso excesivo de la fuerza. En cuanto a
lo primero, mayor armamento, tecnología o personal no resolvería la complejidad
de que la intervención penal y la escalada de violencia por parte de la PNA en
tanto poder de policía del Estado argentino en el mar y de la justicia federal
responde a un delito muy nimio (el delito de resistencia a la autoridad) que no es
necesariamente un delito ambiental.

Segundo, en igual sentido, las persecuciones en caliente pueden generar daños
muy graves sobre los buques involucrados y sus tripulaciones. En concreto, el
accionar policial de la institución y su actuación con uso de la fuerza para proceder
a la captura puede producir riesgos de pérdidas de vidas humanas en el mar. Ello
es incluso más grave si se considera que en muchos buques el único que tiene
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decisión para detener el vehículo y ponerse a disposición deteniendo la escalada
de violencia es el capitán mientras el resto de los tripulantes están en una situación
de cuasi-esclavitud (Equipo Jurídico ICEMAR, 2021).

Tercero, la persecución confrontaba a los guardacostas con la pregunta de hasta
dónde escalar la persecución en caliente por una infracción pesquera que devenía
en resistencia a la autoridad. ¿Es legítimo, ético y moral llegar a la persecución,
al punto de disparar al barco y hundirlo, generando un daño sobre las personas?
Cómo señala Almada (2022): «Uno va a ejercer el servicio de guardacostas para
salvar vidas, no para quitarla, por eso la persecución en caliente era una gran carga
y una problemática compleja para nuestros capitanes».

Finalmente, a ello se agregan las consecuencias de la acción de persecución
y potencial hundimiento consistentes en que los casos continúan con la
criminalización de los guardacostas por presunto uso excesivo de la fuerza en
las heridas o consecuencias lesivas de los tripulantes. Por ejemplo, en el caso de
guardacostas de Indonesia que hundieron un buque chino de pesca causando la
muerte de dos maquinistas, los guardacostas están aún siendo sometido a juicio.

En fin, si se utiliza la fuerza en la persecución, el escenario general plantea
una situación normativamente irrisoria (un delito mínimo cuya persecución
puede terminar en el hundimiento de un barco en contra de cualquier criterio de
racionalidad y proporcionalidad), con un gran peso ético sobre los guardacostas
y un gran costo en integridad física para la tripulación del buque infractor, así
como la potencial criminalización del personal de la PNA.

El segundo escenario (no iniciar o cesar la persecución del barco en fuga
y comunicar el caso al juzgado competente) también resulta problemática y
difícilmente reparable a través de mayor personal, tecnología o armamento. En
dicho escenario, los tiempos procesales y las dificultades de identificación de la
tripulación del barco infractor hacen que las causas difícilmente avancen. Sin
avanzar en la persecución y detención del buque, en la mayoría de los casos, la
solución penal podría ser inaplicable: «estamos hablando de barcos extranjeros
que no necesariamente regresan al país sumado a la imposibilidad de nuestra
legislación de hacer juicio en ausencia» (Adaro 2022). Lo que, es más, incluso
si se lograra identificar a los perpetradores y obtener la extradición, la solución
punitiva continuaba apareciendo como ineficaz. Así lo confirma Adaro:

Si uno se pone a pensar, bueno, está bien, perfecto, lo llevamos a juicio penal, el juicio
penal es favorable. ¿Cuál es la condena? ¿Cuál es la pena? ¿Prisión? O sea, tenemos
que pedir la extradición de toda una flota pesquera o de un capitán a China, España
o donde fuera para que venga. Es poco efectivo, porque la pena termina siendo lejana
en el tiempo, no termina siendo efectiva porque si uno le suma después las instancias
apelaciones, que además el tiempo se hace cada vez más más largo, y aunque uno
culminará todo ese proceso, después traer, extraditar a un ciudadano para que venga
a cumplir la pena, pero necesariamente la pena que aplica es una pena de prisión que
no soluciona la problemática de la pesca (Adaro 2022).

Considerando estas críticas y en búsqueda de soluciones no punitivas, la PNA
intervino en el caso Huali 8 y en el desarrollo de respuestas intersectoriales,
interdisciplinarias y multinacionales para prevenir y abordar la pesca lesiva dentro
y más allá de la milla 200.
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3. La búsqueda de abordajes por fuera del poder punitivo

3.1. La situación en la ZEE: pesca ilegal y el caso Hua Li 8 como «leading case»
o cambio de paradigma

¿Cómo abordar los casos de pesca ilegal dentro de la milla 200 sin recurrir a más
poder punitivo? El caso clave para entender el accionar de la PNA desde esta
perspectiva es el del buque Hua Li 8. Se trataba de un barco de bandera china
detectado en 2016 por el Guardacostas GC-26 ompson mientras realizaba
tareas de pesca ilegal dentro de la ZEE. Pese a que se le ordenó cesar su actividad
y permitir ser inspeccionado, la tradicional sucesión de eventos tuvo lugar: el
capitán se dio a la fuga y fue perseguido por varias horas por el personal de
Guardacostas.

La innovación en el caso Hua Li 8 es que la PNA no siguió ninguno de
los dos caminos habituales: ni se procedió a utilizar la fuerza con el riesgo de
hundimiento que ello conlleva ni se desistió de la persecución sin mayores avances
procesales posteriores. En cambio, el caso fue comunicado a la justicia federal,
donde la Dra. Parcio dictó en el marco de la causa 1142/16 el pedido de captura
internacional por el delito de atentado y resistencia a la autoridad. La novedad
fue que, en tanto, como usualmente, se desconocía la identidad del capitán y los
tripulantes, la PNA en coordinación con la jueza, solicitó a Interpol que la orden
de captura fuese dirigida al buque, creando así un precedente innovador. Solo
cuarenta días después de dictada la orden, las autoridades marinas de Indonesia
se comunicaron con el juzgado para informar que habían dado cumplimiento a
la orden de captura internacional y que el buque se encontraba a disposición del
Estado argentino. En base a ello, la PNA identificó a la tripulación y la Secretaría
de Pesca calculó y ejecutó las multas pertinentes. Este mismo procedimiento fue
repetido en casos subsiguientes (Parcio 2020).

Así, a partir del caso Hua Li 8, se continuó tratando de identificar al capitán
del barco para que la justicia actúe pidiendo su captura internacional a Interpol,
pero cuando ello no es posible, el tribunal puede pedir la captura internacional
del barco. Este cambio fue radical y nada espontáneo: «Fue un trabajo muy
minucioso el realizado por la PNA para que Interpol aceptara ordenar la captura
sobre barcos» (Almada 2022). En esta línea, la PNA, en consonancia con el
reconocimiento internacional, refieren al caso Hua Li 8 como un «cambio de
paradigma en materia de captura de buques extranjeros que operan ilegalmente
en aguas de la zona económica exclusiva argentina (ZEE)» (Prefectura Nacional
Argentina, 2022). En igual sentido, el Equipo Jurídico ICEMAR clarifica que
«fue un caso de referencia a nivel internacional, que generó un cambio de
paradigma en cuanto a las capturas de buques pesqueros extranjeros ilegales
(Equipo Jurídico ICEMAR, 2021). En concreto, ¿por qué fue este accionar un
«cambio de paradigma»?

Con esta innovación se minimizan los potenciales riesgos que las persecuciones
en caliente pueden generar sobre los buques involucrados y sus tripulaciones. Es
decir, se facilita «el accionar policial de la institución y su actuación en plena
consonancia con el derecho del mar, evitando que una excesiva escalada del uso de
la fuerza por parte del guardacostas para proceder a la captura produzca riesgos de
pérdidas de vidas humanas en el mar» (Equipo Jurídico ICEMAR, 2021). Con
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ello, «el caso Hua Li 8 marca el fin del uso excesivo sobre la fuerza y el cuidado de
la integridad del barco y de la tripulación» (Almada 2022). Asimismo, se evita
la potencial criminalización de los guardacostas por uso excesivo de la fuerza.
Así, la creatividad de la PNA en conjunto con la justicia federal e Interpol en
cooperación internacional «realmente nos provocó un alivio» (Almada 2022).

Se agrega que ya no resulta «imprescindible la captura del buque infractor,
porque se generaron las herramientas jurídicas y de cooperación internacional
necesarias para, de no ser posible la captura física, hacer responder al buque por
la infracción y el delito cometido» (Prefectura Naval Argentina, 2022). En otras
palabras, se creó una herramienta jurídica y de cooperación internacional que
permite poner a disposición de la justicia y de autoridades competentes a aquellos
buques extranjeros ilegales sin que sea imprescindible la captura física del buque
(Equipo Jurídico ICEMAR, 2021). Se agrega que, en tanto de ser exitosa la orden
de captura internacional, el barco generalmente se encuentra en terceros países, el
caso es también innovador en lo que hace a que «es la primera vez que se solicita y
se consigue la captura de un pesquero en infracción en aguas distintas respecto de
la jurisdicción donde la infracción fue cometida, o de la jurisdicción que lo estaba
buscando» (Adaro 2022).

El efecto que se produjo a partir del caso fue incluso superior al que se pretendía
porque para las flotas pesqueras la solicitud de captura internacional de un barco
es sumamente grave ya sea en términos económicos o diplomáticos. En términos
económicos y en el caso de China, el gobierno les quita subsidios a los barcos
bajo captura internacional y se termina con ello su posibilidad de operar. Ante
este dilema, los armadores o propietarios de los buques comenzaron a presentarse
espontáneamente ante la PNA a través de la embajada pertinente antes de que el
juzgado federal interviniente ejecute el pedido de captura internacional (Almada
2022). En términos diplomáticos:

teniendo ya el antecedente de que es posible pedir la captura internacional y de
que eso para los armadores [propietarios de los barcos] significa un engorro y
un problema mucho mayor, lo que ha sucedido, es que en algunos casos buques
infractores ha sido la propia embajada después la que los ha conminado a volver a las
aguas jurisdiccionales argentinas y someterse a la autoridad nacional (Adaro 2022).

Cuando se produce una infracción pesquera y se detecta un buque infractor
«normalmente se notifica a la embajada del país de origen o del país de bandera
de ese buque, en virtud de las responsabilidades internacionales que le caben, pero
además también para anteponerse a cualquier tipo de conflicto o de situación
conflictiva que se pueda suscitar» ya sea en relación a la resistencia a la autoridad
o a que las tripulaciones puedan necesitar asistencia, incluso asistencia médica,
mientras se encuentran en altamar (Adaro 2022). En cualquiera de los dos casos,
además de evitar la pérdida de vidas humanas y la criminalización del infractor y
del guardacostas, se agrega que la innovación permite ir más allá y traer beneficios
en el terreno procesal y pecuniario: cuando el capitán se presenta, se ahorran
tiempos procesales, se recupera lo habido ilegalmente, se cobran multas e incluso
se ha logrado que el cobro de los gastos operativos de la persecución por los
guardacostas o la aviación sean cubiertos por el buque infractor.

Se agrega que, en algunos casos, la presentación espontánea del capitán luego
de la emisión de la alerta internacional permite identificar que ese mismo buque
quizás ha tenido otras incursiones en la ZEE que pueden ser reclamadas. Ello
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sucedió, por ejemplo, en el caso del buque pesquero Calvao de Portugal, en tanto
la documentación hallada a bordo (libros de navegación, de máquinas, de registro
de captura de pesca) y el Sistema de Identificación Automática Satelital (AIS-S)
del buque infractor expuso que el barco registraba otros ingresos y posiciones de
pesca dentro de la ZEE. Ante ello:

la Autoridad de Aplicación Pesquera imputó la infracción correspondiente por todos
los ingresos no autorizados y aplicó una multa de $ 40.000.000. Además, la empresa
armadora se hizo presente y reconoció las infracciones cometidas por las que abonó
la suma de $ 33.750.000 más el decomiso de la carga por el valor de U$S 201.069,27
(dólar 70.50), más los gastos operativos de la PNA por un valor de $ 3.303.670,45
(Prefectura Nacional Argentina, 2022).

Finalmente, el caso Huali 8 trajo repercusión internacional y elevó la
reputación de la PNA frente al mundo. Comenta Almada que «el caso llamó
la atención en muchos países ... Incluso el actual director de tráfico marítimo
concurrió a Francia para explicar lo que se había hecho, porque la consideraron
una buena práctica para ser empleada a nivel internacional para poder avanzar
sobre la pesca ilegal» (Almada 2022). Agrega que cuando el caso tuvo lugar:

yo estaba trabajando como oficial de intercambio con Estados Unidos y me
llamó una abogada de la guardia costera norteamericana para pedirme que le
explicara a ella y a un buffet de otros abogados de las todas las fuerzas armadas qué
había pasado con el Hua Li 8 y como había intervenido la PNA; ellos habían visto
la repercusión del caso y adaptaron algunos sus protocolos siguiendo este caso, es
decir abrazaron que no es necesario producir el hundimiento del barco sabiendo
que hay otra modalidad de someter a la justicia a quien comete una infracción
(Almada 2022).

Por todos estos beneficios, el procedimiento impartido en el caso del Hua Li 8
se repitió en años siguientes con diversos buques. Con el objetivo de estandarizar
el procedimiento realizado en el caso, se ha elaborado una resolución del
Ministerio de Seguridad que establece el protocolo de actuación para unidades de
superficie. El protocolo establece en qué momento se hace cesar la persecución,
la posibilidad de hacer un disparo de advertencia, un disparo inhabilitante en
lugares seguros y, si el barco no para y se decide cesar la persecución, asegurar
la existencia de suficiente prueba para solicitar la captura internacional, en
consonancia con el precedente Huali 8: el caso que produjo un cambio de
paradigma.

3.2. La situación más allá de la milla 200: pesca antirreglamentaria (o pesca legal
no sustentable) y la construcción de normativas de protección, convenios bilaterales
y un espacio nacional multiagencial e interdisciplinario

En el área más allá de la ZEE, la PNA también avanzó en soluciones no
criminales: “sostenemos que el problema no pasa por la ilegalidad, sino por
ser no reglamentada y sobre dicha particularidad el Estado debería generar
políticas y herramientas de cooperación internacional para ordenar dicha
pesquería” (Equipo Interdisciplinario para el Control de los Espacios Marítimos
y sus Recursos 2022). ¿Cómo entonces abordar el control del «más allá» de la
milla 200 sin poder punitivo?
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La PNA se encuentra atenta a la posible sanción de un convenio de la
Organización de Naciones Unidas para la protección de la biodiversidad y la
conservación de las especies más allá de las aguas jurisdiccionales, así como de una
acción de la FAO para incentivar que se quiten los subsidios a las flotas pesqueras
a los fines de desalentar que naveguen a lugares distantes donde lesionan el medio
marino. Estas soluciones se engloban en el Convenio de Nueva York, el Protocolo
de Pesca Responsable de la FAO y el Plan Internacional para Desalentar la Pesca
Ilegal Declarada No Reglamentada que establecen un deber de cooperación de
todos los Estados para la conservación de las especies más allá de las 200 millas.

Dentro de las posibilidades legales ya vigentes, la PNA llama la atención
acerca de las herramientas previstas en la CONVEMAR. Esta convención
establece que el deber de cooperación se efectiviza a través del establecimiento de
Organismos Regionales de Ordenación Pesquera (OROP) que generan acuerdos
bi o multinacionales entre países. En el caso argentino, la pesca que se realiza más
allá de la milla 200 no tiene aún ningún tipo de control ni límite de extracción
ni captura máxima permisible porque la Argentina no generó un OROP para
efectivizar este deber de cooperación (Almada 2022). En esta dirección se
podría encontrar una vía de trabajo adecuada para una solución no punitiva y
reglamentada para la protección de la naturaleza y la economía nacional en el
«más allá». Sin embargo:

La OROP se descarta directamente de plano en nuestro país, precisamente porque
obligaría a sentar a Inglaterra como Estado Ribereño en una mesa de negociaciones
que no interesa, reconociendo ese rol y sentando un precedente o costumbre en el
derecho internacional, eso Cancillería lo descarta de plano. Una OROP en nuestra
región o con propuesta o participación argentina es totalmente imposible. Es lo que
normalmente dicen Cancillería y todos los especialistas (Almada 2022).

A ello se agrega que la OROP habilita a la gestión de las especies involucradas.
Por ejemplo, en el caso del calamar, la OROP incluiría decisiones multilaterales
acerca de este animal que no se encuentra solo fuera de la milla 200 sino
también dentro ya que se mueve trans-zonalmente, con lo que se correría el riesgo
de resignar soberanía. En este sentido, algunas visiones críticas sostienen que
«algunos países que tanto persiguen estas OROP lo hacen en tanto significan
un avance sobre la gestión de pesquería sobre todo el mundo» (Almada 2022).
Con respecto a acuerdos binacionales, Cancillería reconoce que es posible usarlos
como una herramienta para negociar con actores clave en materia pesquera como
China y la Unión Europea, pero aún no ha habido avances tampoco en este
terreno. Otra herramienta es la de declarar estas áreas más allá de la milla 200
como zonas protegidas. Al respecto existe un proyecto de ley que hoy cuenta con
media sanción en el Congreso de la Nación (Página/12, 2022). Sin embargo,
no es esperable que la declaración unidireccional de Argentina sobre esta zona
produzca efectos en la comunidad internacional (Almada 2022).

En otra línea de acción que escape de lo punitivo y desde la PNA, se ha
elaborado una propuesta puesta a evaluación de Cancillería que se basa en
aprovechar el reconocimiento internacional de la CONVEMAR que establece
que aquel que demuestra que su la Plataforma Continental más allá de las
200 millas posee derechos de soberanía sobre los recursos naturales del lecho y
subsuelo de esa plataforma y, en base a ello, considerar que la pesca en esa zona



Delito y Sociedad, 2023, núm. 55, e0082, Enero-Junio, ISSN: 2362-3306

PDF generado a partir de XML-JATS4R

puede constituirse como ilegal bajo los mismos supuestos que el Régimen Federal
de Pesca establece para el espacio dentro de la milla 200. Es decir:

si se detectan barcos capturando especies del lecho, por ejemplo, si está capturando
Centollas, Cangrejos, Vieiras, esas especies sedentarias del lecho, la Argentina tiene
derechos de soberanía sobre estas …y [las autoridades] pueden dar la orden y actuar
como si [estos barcos] estuvieran estando dentro de la zona económica exclusiva
(Almada 2022).

Finalmente, en función de que cualquier tipo de propuesta debe contemplar la
complejidad del mundo marino y de su posible vulneración, la PNA propone una
visión multi-agencial e interdisciplinaria. En cuanto al aspecto multi-agencial, se
destaca que hoy: «Nadie, ni la Armada ni Prefectura, va a realizar una acción
sobre flotas que ingresan más allá de la milla 200, para eso hay que generar un plan
nacional» (Almada 2022). Este plan nacional, se propone, debería orientarse
a identificar qué buques ingresan más allá de la milla 200 y, dentro de éstos,
cuales están en condiciones de pescar especies sedentarias (el 80%, se calcula,
no lo está, por tratarse de buques poteros, barcos que utilizan artes de pesca
selectivas y que pescan normalmente de noche) y, principalmente, cuáles son los
buques arrastreros de fondo que pescan incidentalmente y destruyen el hábitat
de especies clave. En base a ello sería posible establecer un plan de manejo basado
en investigación científica y en acuerdos internacionales. En fin:

nosotros proponemos un plan de manejo de arrastre, consensuado e investigado de
alguna manera en conjunto con todos los actores que están ahí. De esta manera…
Estaríamos de alguna forma empezando a regular, y si yo regulo primero a los que
pescan en la plataforma continental, de alguna manera le estoy poniendo orden a
todo lo que suceda. (Almada 2022)

Otras agencias con las que podría articularse el trabajo de prevención y
persecución son la Unidad Fiscal para la Investigación de Delitos contra el Medio
Ambiente (UFIMA) que busca «obtener datos pertinentes para realizar un mapa
de las distintas causas penales en trámite ante la Justicia Federal en todo el
país, como así también, el relevamiento de la doctrina y jurisprudencia referente
a delitos ambientales, con el fin de elaborar diagnósticos de las problemáticas
existentes en la materia y proponer soluciones que desde este Ministerio
puedan impulsarse»[4] y la Dirección de Investigaciones de Delitos Federales que
“desarrolla su ámbito de acción sobre diferentes delitos de competencia a nivel
federal” incluyendo los delitos ambientales.[5]

En cuanto al aspecto interdisciplinar y en correlación con la necesidad de que
exista una base científica para la elaboración de estos proyectos es que el 7 de
mayo de 2020 por Orden del Prefecto Nacional Naval se creó, dentro de la PNA,
el Equipo Interdisciplinario para el Control de los Espacios Marítimos y sus
Recursos (EICEMAR):

un equipo transversal que era una novedad en sí mismo, porque era la primera vez
que la Prefectura, una institución como todas aquellas vinculadas con la seguridad,
donde el ordenamiento vertical es inamovible e incuestionable, se había permitido
crear una estructura transversal, tomando especialistas y especialidades de distintas
áreas para confluir en función de un objetivo común que tiene que ver justamente
con el control y el cuidado de la de la milla 200. (Adaro 2022)
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El equipo trabaja con criterios de horizontalidad entre los diferentes grupos
de trabajo, en quiebre con los tradicionales lineamientos de una institución
verticalista. Como señalan los miembros del grupo: «cada uno de nosotros posee
un grado y antigüedad en el mismo, lo que podría generar vías burocráticas de
comunicación o compartimentos estancos [pero] el conocer y valorar lo que hace
el otro, no solo contribuye a esa visión integral de la problemática que se pretende,
sino también a fomentar el trabajo en equipo» (EICEMAR, 2021).

Esta innovación en materia de trabajo surgió de la convicción
sobre la complejidad del mundo acuático, que obligaba a abordarlo
interdisciplinariamente e integralmente. El componente interdisciplinar
refuerza la necesidad de escapar de lo punitivo y avanzar en soluciones que
involucren lo legal, pero en diálogo con el conocimiento ambiental y geopolítico.
La interdisciplina, a diferencia de la multidisciplina, permite que cada uno de los
actores se enriquezca con la mirada del otro y abogue por un cauce de solución
más complejo que sobrepasa las posibilidades de la mirada disciplinar. Así: «Hoy
una bióloga marina sabe de cómo se hace el monitoreo satelital, la inteligencia
marítima, conoce perfectamente y asocia las especies con los espacios marítimos
establecidos desde el punto de vista jurídico internacional» (Almada 2022).
En igual sentido: «Hoy una abogada sabe de cuestiones biológicas, sabe de las
migraciones del calamar, por eso interpreta como la migración del calamar se
asocia con los espacios marítimos y con la parte operativa y el control, sabiendo
en función del año donde va a estar la flota en determinado momento» (Almada
2022). Todo ello: abre el desafío de «saber qué hace esa flota, sobre que especie
va, como eso afecta a las especies de adentro para poder avanzar hacia afuera,
para así controlar mejor hacia adentro. Todo eso se ganó a través de esa visión
integral» (Almada 2022). En fin, se trata de escapar de la cura omnipresente del
derecho penal y, en cambio:

ver la problemática del control no como una cuestión jurídico-operativa, sino a partir
de una visión distinta que incorpora a biólogos marinos y otras disciplinas. Se trata
de un enfoque ecosistémico del control y de entender que, si yo conozco lo que voy
a proteger, lo voy a controlar mejor; si yo conozco cómo operan las flotas y qué es lo
que persiguen, voy a poder controlar mejor. (Almada 2022).

4. Conclusiones

El cuidado del medio acuático se encuentra aún en debate tanto en el plano
teórico en el marco de la criminología azul como en la política pública nacional
e internacional. Este artículo permitió abordar la criminología verde y su
conexión con la criminología azul y aplicarlas al estudio de caso argentino y,
particularmente, al rol de la Prefectura Naval Argentina (PNA) y su búsqueda
de soluciones no punitivas frente al accionar pesquero lesivo por parte de buques
extranjeros.

En correlato con las lecciones de la criminología azul, el trabajo de la PNA
permite advertir como las conductas más lesivas no son necesariamente aquellas
criminalizadas y como una mayor criminalización de la actividad pesquera puede
no solo no ser el mejor cauce de solución sino incluso devenir en una solución
iatrogénica que refuerce los aspectos más negativos del funcionamiento del
sistema penal. Específicamente este artículo expuso como la PNA, en cambio,
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confrontó la problemática de barcos pesqueros que se despliegan dentro y más
allá de la milla 200 sin recurrir a mayor control punitivo.

Dentro de la milla 200, los buques generalmente escapaban (con los
consecuentes reproches a la PNA por dejar que extranjeros lesionen la reserva
pesquera nacional) o se hundían (con el escándalo atinente a la escalación en el
uso de la fuerza). Ante ello y en consonancia con el legado de la criminología
crítica (marco teórico en el que se inscriben las criminologías verde y azul) sobre
la futilidad del poder punitivo, la PNA desarrolló una solución innovadora a
partir del «leading case» Huali 8. En el caso, con base a la cooperación del poder
judicial y de Interpol, se evitó continuar con la persecución y, en su lugar, se pidió
a esta agencia internacional —usualmente constreñida a la detención de personas
— que se abocara a la detención del barco.

A diferencia de los casos de hundimiento, este accionar permitió (1) evitar
daños a la vida y la salud de la tripulación infractora (que en su mayoría proviene
de sectores vulnerables) y (2) evitar la criminalización tanto de estos infractores
como del personal de la PNA que muchas veces debía ser llevado a la justicia
penal por la escalación de la violencia. Asimismo, a diferencia de los casos en que
la PNA cesaba la persecución, este accionar (1) resolvió el daño e incluso logró
cubrir los gastos de persecución, multa y decomiso y (2) permitió incluso evitar la
judicialización a partir de notificar al propietario del buque infractor a través de la
Cancillería antes de avanzar en la ejecución de la orden de captura internacional.

En lo que hace al territorio que excede a la milla 200, la PNA, alineada con
las lecciones de la criminología azul, expuso la necesidad de abordar aquellas
acciones lesivas por parte de buques extranjeros, yendo más allá del cauce legal.
Comprendiendo la complejidad de una problemática que incluye lesiones a
especies no humanas, intereses económicos y conflictos internacionales, la PNA
se encuentra en desarrollo de proyectos basados en soluciones restaurativas,
intersectoriales e interdisciplinarias.

En fin, desde el paradigma crítico de las criminologías verde y azul, este artículo
buscó poner el foco en el Sur global y en como una de las agencias destinadas a
ejercer poder punitivo buscó explorar cauces de acción alternativos, priorizando
el cuidado del medio acuático sin necesidad de más pena.
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Notas

[1] Este artículo se realizó como parte de una consultoría con el Instituto Universitario de
Seguridad Marítima (IUSM) a cargo del Dr. Enrique Font

[2] El Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar de
1974, el Convenio Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques
(MARPOL) de 1978, el Código Internacional para los Buques que operan en Aguas
Polares de la Organización Marítima Internacional de 2017, y la Agenda 2030 que
en su objetivo estratégico 14 llama a «conservar y utilizar de forma sostenible los
océanos, los mares y los recursos marinos para desarrollo» (Asamblea General 74/548).
Otros tratados relevantes incluyen el Convenio Internacional sobre Cooperación,
Preparación y Lucha Contra la Contaminación por Hidrocarburos, el Convenio sobre
la Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y Otras
Materias, y el Convenio Internacional Relativo a la Intervención en Alta Mar en
casos de Accidentes que causen una Contaminación por Hidrocarburos. Asimismo,
organismos internacionales también han concentrado sus esfuerzos en el delito azul.
Desde el prisma penal, el Consejo de Seguridad de la ONU celebró un primer debate
sobre el tema en febrero de 2019 bajo el título «El crimen organizado transnacional en
el mar como una amenaza para la paz y la seguridad internacionales» (United Nations,
2019).

[3] En la jurisdicción nacional, también se considera «pesca ilegal» aquella ejercida con
base a licencias y permisos otorgados por los kelpers en las Islas Malvinas porque se trata
de autoridades no reconocidas por el Estado nacional argentino en un territorio que
está bajo disputa de soberanía.

[4] https://www.mpf.gob.ar/ufima/
[5] https://www.argentina.gob.ar/seguridad/investigacion/delitos
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